
Protocolo sobre violencia física, 
psicológica y sexual 

La violencia en el entorno escolar puede involucrar uno o varios actores; violencia contra 
sí mismo, violencia entre pares, y violencia por parte de docentes y administrativos (en 
doble vía), docente/administrativo estudiante, o estudiante-docente/administrativo. 
Algunas de las principales formas de violencia en el entorno escolar son las situaciones de 
violencia física, psicológica y sexual, incluyendo situaciones de explotación sexual 
comercial o laboral, de negligencia y de discriminación. 
 
Algunas de estas formas de violencia se presentan de forma simultánea. Constituyendo 
delitos y otras, se remiten al campo disciplinario, administrativo o ambos ámbitos. De ahí 
la importancia de tener un protocolo integrado que establezca de forma puntual las 
acciones a seguir en cada circunstancia. 
 
 Se excluyen en este protocolo  aquellas situaciones que se producen fuera del entorno 
escolar y se detectan en el mismo, como por ejemplo la violencia en el ámbito familiar, 
ante estas graves situaciones, el centro educativo está en la obligación de denunciarlas 
(Código de la niñez y la adolescencia. Art. 49).  
 
 

Acciones operativas adicionales ante la violencia física, psicológica y sexual 
 
1. Las conductas (por acción u omisión) de violencia física, psicológica y sexual deben 

estar debidamente incorporadas en la normativa interna del centro educativo, de 
acceso público por procedimientos amigables y con una permanente capacitación a 
toda la comunidad educativa. Igualmente se deben señalar las consecuencias 
administrativas y penales. 

 
2. Se debe actuar con compromiso y actitud receptiva de parte de la comunidad educativa 

para reconocer y denunciar toda forma de violencia física, psicológica y sexual, con 
garantías de oportunidad efectividad, confidencialidad y de protección a las víctimas y 
denunciantes. 

 
3. Toda situación de violencia física, psicológica y sexual debe ser puesta en conocimiento 

de la dirección del centro educativo, de los padres, madres o encargados (as) cuando se 
trate de personas menores de edad y no exista interés contrapuesto. Todo interés 
contrapuesto con la familia debe ser comunicado al Patronato Nacional de la Infancia, y 
establecer acciones para la atención y protección psicosocial de víctimas directas e 
indirectas del evento, y la interposición de los procedimientos administrativos y 
judiciales del caso. 

 
4. Toda persona menor de edad, víctima de violencia física, psicológica o sexual debe ser 

protegida de los ofensores por medio de las medidas administrativas o judiciales, 
remitida y atendida por personal especializado en el tema, para su tratamiento físico y 



psíquico, con recursos propios del centro educativo o mediante la coordinación 
institucional. Se debe proteger con estrictas medidas de confidencialidad y de cualquier 
forma de estigmatización. 

 
5. Todos los hechos de violencia física, psicológica y sexual deben ser atendidos sin 

minimizar las situaciones, con oportunidad y mediante acciones técnicas que 
garanticen su adecuada denuncia. De todos los hechos se debe realizar un informe 
objetivo, sin apreciaciones o interpretaciones personales que incluya el máximo de 
información posible como edad de ofendido y ofensor, teléfonos, direcciones, relatos, 
lesiones entre otros. 

 
6. Cuando el eventual ofensor es una persona menor de edad se atenderá la denuncia, 

abriendo un debido proceso, mediante el Reglamento de Evaluación de los 
aprendizajes y los reglamentos propios de la institución. En caso de ser un delito, si es 
mayor de 12 años se deberá poner la denuncia ante la Fiscalía Penal Juvenil, y si es 
menor de 12 años se debe poner en conocimiento del Patronato Nacional de la 
Infancia. Si se desconoce la identidad del posible ofensor, se pone la denuncia ante el 
OIJ de la localidad. 

 
7. Cuando el ofensor es un funcionario de la institución, se abrirá de forma paralela un 

procedimiento administrativo ante la dirección de Personal del MEP, para que abra un 
expediente y se realice la investigación. También, se debe interponer la denuncia Penal 
ante la Fiscalía o el OIJ de la localidad según sea el caso. Se deben tomar todas las 
acciones necesarias para proteger a las eventuales víctimas, aplicando y solicitando las 
medidas de traslado y protección ante el MEP o ante la Fiscalía para que se dicten 
medidas cautelares. Cuando se trate de explotación sexual comercial, y existe algún 
riesgo para la víctima o denunciante, se puede interponer la denuncia de forma 
confidencial ante la Fiscalía de Delitos Sexuales. 

 
8. La denuncia Penal, como obligación ética y jurídica ineludible para el centro educativo 

(con consecuencias administrativas y penales si no se realiza), no queda a 
discrecionalidad de las autoridades del centro educativo. Incluso ante la oposición de 
los padres, la situación debe remitirse ante el Patronato Nacional de la Infancia. En 
situaciones de riesgo inminente las víctimas y los denunciantes pueden solicitar 
medidas cautelares ante la autoridad judicial. La persona denunciante está protegida 
de contrademandas en caso de no prosperar la denuncia. 

 
9. Se debe dar seguimiento para garantizar la debida atención física y psicológica de las 

víctimas directas e indirectas de violencia física, psicológica y sexual, que deberán 
brindar las entidades correspondientes, así como garantizar las denuncias en sede 
administrativa y judicial. 

 
 
 


